
DICTAMEN No. 240 
 
DOCTOR ERNESTO MARCOS EDELMANN, SECRETARIO DEL TRIBUNAL 
SUPREMO POPULAR.  
  
CERTIFICO: que el Consejo de Gobierno de este Tribunal, en sesión celebrada 
el día veintinueve de octubre de mil novecientos ochenta y cinco, adoptó el 
acuerdo que copiado literalmente dice así:  
Número 156. Se da cuenta con consulta formulada por el Presidente p.s. de la 
Sala de lo Civil y de lo Administrativo del Tribunal Provincial Popular de Villa 
Clara, elevada por el conducto reglamentario, que es del tenor siguiente:  
"La Resolución 69 de 1ro. de agosto de 1984 emitida por el Dr. Juan Escalona 
Reguera, Ministro de Justicia, referida a la tarifa notarial, establece en su 
apartado segundo, acápite tercero, que "todo acto que se realice en virtud de 
mandamiento judicial será exento de pago, así como toda solicitud de copia o 
testimonio de escritura matriz o copia autorizada de las actas notariales que se 
requieran por los Tribunales, la Fiscalía, el Ministerio de Justicia, las 
Direcciones provinciales de Justicia y las Oficinas de reforma urbana", sin 
embargo, es frecuente que las partes en el trámite de prueba propongan como 
documental la solicitud por parte de la Sala de copias de determinados 
instrumentos notariales y aún cuando se ha hecho un uso discrecional de la 
potestad de admitir las pruebas que así se proponen, encontramos a menudo 
trabas por parte de la Notaría para dar una respuesta satisfactoria a nuestra 
solicitud aduciéndose por parte de esa institución para fundamentar su negativa 
respuesta, el segundo párrafo del precepto citado donde se plasma que "en 
casos excepcionales sólo el Ministerio de Justicia podrá autorizar la gratuidad 
del servicio notarial", párrafo éste que estimamos aplicable para casos de 
particulares que requieran este servicio, no para instituciones como las que 
genéricamente se expresan en el primer párrafo, al respecto de quienes es 
claro el texto, no siendo dable al organismo requerido, a nuestro criterio, alegar 
razón alguna de oposición al pedimento de expedición de copia, aún cuando la 
solicitud de la Sala esté condicionada por una instancia parcial.  
NUESTRA DUDA Y CONSIGUIENTE CONSULTA CONSISTE EN que es 
necesario para nosotros conocer cuál es el criterio de la superioridad sobre la 
interpretación del apartado segundo acápite 3 de la Resolución 69 de 1ro de 
agosto de 1984, específicamente para que se determina: 
PRIMERO: Si la solicitud de copias de instrumentos notariales por parte del 
Tribunal, la Fiscalía, el Ministerio de Justicia, las Direcciones Provinciales de 
Justicia y las Oficinas de Reforma Urbana están exentas de pago, con 
independencia de que en el caso específico del tribunal se soliciten por la Sala 
a instancia de parte. 
SEGUNDO: Si los casos en cuestión, es decir, la solicitud de copia de dichos 
instrumentos notariales por parte de los órganos y organismos que contempla 
el precepto en cuestión son de los casos excepcionales de exención de pago 
previstos en el párrafo segundo del tantas veces mencionado precepto y 
requieren por tanto, para ser emitidos, la autorización del Ministerio de Justicia 
para amparar la gratitud del servicio.  
El Consejo, a propuesta del Presidente de la Sala de lo Civil y de lo 
Administrativo, acuerda evacuar la consulta en los términos del siguiente:  
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Que son claros los términos de los artículos 226 y 227 de la Ley de 
Procedimiento Civil, Administrativo y Laboral, en el sentido de que con la 
demanda y la contestación se acompañarán los documentos justificativos de la 
representación, así como los documentos en que el actor o el demandado 
funden el derecho que aleguen, si no los tuvieran a su disposición, designarán 
el archivo, oficina o lugar en que se encuentren los originales. Se entenderán 
que el actor tiene a su disposición los documentos y deberá acompañarlos 
necesariamente a la demanda, siempre que los originales obren en un 
protocolo o archivo público del que se pueda obtener copia auténtica de ellos, 
El DecretoLey número 61 de fecha 24 de noviembre de 1984, del Impuesto 
sobre documentos en su artículo 7, declara exento de dicho impuesto, las 
certificaciones a que se refieren el inciso uno) del artículo 5 y el inciso 8) del 
artículo 6 cuando lo soliciten de oficio, para surtir efectos en asuntos de su 
competencia, entre otros, los tribunales.  
Si el demandado, dentro del término de ley, por causas ajenas a su voluntad, 
no pudo tener a su disposición el documento o documentos justificativos de la 
pretensión que alega, designará oficina o lugar donde se encuentren los 
originales, y el tribunal los solicitará ante tal instancia, previo el requerimiento 
del pago mediante sellos del timbre del impuesto, y en caso de escrituras los 
que correspondan de acuerdo con la tarifa oficial que se determina por la 
Resolución número 104, dictada por el Ministro de Justicia, publicada en la 
Gaceta Oficial de fecha 8 de agosto del presente año. 
Ahora bien, si el Tribunal haciendo uso de las facultades que le confiere el 
artículo 248 de la citada Ley de Procedimiento, acorde de oficio para mejor 
proveer, la práctica de determinada diligencia de prueba, que se refiera a 
documento que debe traerse al proceso, lo solicitará de oficio y en este caso su 
expedición estará exento de todo tipo de derecho, pero si se accediere a tal 
petición a solicitud de parte interesada ésta queda obligada al pago del 
impuesto conforme a la tarifa oficial, o la del servicio notarial que corresponda. 
Todo ello, naturalmente, encaminado a evitar que se convierta en práctica 
viciosa por las partes no acompañar los documentos esenciales dejando su 
incorporación al proceso a cargo del tribunal, lo que equivaldría a burlas las 
tarifas oficiales. 
Y en lo que se refiere a la resolución número 69 de 1984, dictada por el 
Ministro de Justicia, quedó derogada por la resolución número ciento cuatro 
publicada en la Gaceta Oficial de fecha 8 de agosto del actual año, en la que 
por el acápite 3) del segundo apartado dispone: que está exenta de pago todo 
acto que se realice en virtud de mandato judicial, sin que para su expedición 
sea necesaria la autorización expresa del Ministerio de Justicia, ajustándose, 
según sea el caso, a lo dispuesto en este dictamen con respecto a la tarifas 
oficiales.  


